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Santa Marta, once (11) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

PROCESO ACCIÓN DE TUTELA 

RADICACÍON 47001316000320220029100 

ACCIONANTE MIGUEL ANGEL TOVAR GUTIERREZ 

ACCIONADO ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES. 

 
En ejercicio de la acción constitucional consagrada en el artículo 86 de la Carta 
Política, MIGUEL ANGEL TOVAR GUTIERREZ, promovió acción de tutela contra la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, por la 
presunta violación al debido proceso administrativo en conexidad seguridad social, 
mínimo vital, dignidad. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
Desde el libelo genitor, el accionante narró los siguientes hechos: 
 

“1. El 22 de octubre de 2019 presento documento a COLPENSIONES 
solicitando calificación de pérdida de capacidad laboral. 
2. El 27 de julio de 2020 COLPENSIONES me notifica de Dictamen No. 
DMAL 3716606 del 30-05-2020 con pérdida de capacidad laboral del 
30.17%. 
3. El 30 de julio de 2020 presento inconformidad en COLPENSIONES contra 
el Dictamen No. DMAL 3716606 del 30-05-2020. 
4. El 6 de noviembre de 2020 en dictamen No. 12615997 la JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ EL MAGDALENA me califica 
el 58.12% de pérdida de capacidad laboral. 
5. COLPENSIONES apela el dictamen No. 12615997 6 de noviembre de 
2020 de la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 
MAGDALENA. 
6. El 4 de diciembre de 2020 mi empleador solicita el reconocimiento de 
pensión de vejez conociendo mi tramite de calificación para pensión de 
invalidez. 
7. El 22 de febrero de 2021 COLPENSIONES me reconoce pensión de vejez 
solicitada por mi empleador conociendo mi tramite de calificación para 
pensión de invalidez. 
8. Interpuse recursos de ley contra la Resolución SUB 47411 del 22 de 
febrero de 2021 que me reconoce pensión de vejez solicitada por mi 
empleador 
9. El 23 de julio de 2021 en dictamen No. 12615997-12619 la JUNTA 
NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ me califica el 50.43% de 
pérdida de capacidad laboral. 
17. El 23 de agosto de 2021 solicito a COLPENSIONES reconocimiento de 
pensión de invalidez. 
18. El 25 de noviembre de 2021 en Resolución SUB 312716 
COLPENSIONES niega mi petición. 
19. El 9 de diciembre de 2021 mi apoderado judicial presenta recurso de 
reposición y en subsidio apelación contra la Resolución SUB 312716 del 25 
de noviembre de 2021. 
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20. En el mes de marzo de 2022 COLPENSIONES niega el recurso de 
reposición y procede a tramitar la apelación. 
21. A la fecha COLPENSIONES no ha dado respuesta de la apelación 
transcurriendo más de cuatro (4) meses. 
22. No he demandado ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
la Resolución SUB 312716 del 25 de noviembre de 2021. 
23. La ley 1437 de 2011 establece en el artículo 86 que silencio negativo 
previsto en este artículo no exime a la autoridad de responsabilidad, ni le 
impide resolver: 
“ARTÍCULO 86. SILENCIO ADMINISTRATIVO EN RECURSOS. Salvo lo 
dispuesto en el artículo 52 de este Código, transcurrido un plazo de dos (2) 
meses, contados a partir de la interposición de los recursos de reposición o 
apelación sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se 
entenderá que la decisión es negativa. 
El plazo mencionado se suspenderá mientras dure la práctica de pruebas. 
La ocurrencia del silencio negativo previsto en este artículo no exime a la 
autoridad de responsabilidad, ni le impide resolver siempre que no se 
hubiere notificado auto admisorio de la demanda cuando el interesado haya 
acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
<Aparte tachado INEXEQUIBLE> La no resolución oportuna de los recursos 
constituye falta disciplinaria gravísima.” 
24. A la fecha no he cobrado las mesadas de pensión de vejez desde su 
reconocimiento porque tengo derecho a la pensión de invalidez. 
25. La demora de COLPENSIONES en resolver el recurso de apelación viola 
mis derechos al debido proceso administrativo, seguridad social, mínimo 
vital; impidiéndome acceder a mi pensión de invalidez para suplir mis 
necesidades básicas. 
18. PERJUICIO IRREMEDIABLE: Considerando que mi pensión es mi único 
medio de sustento ya que no tengo trabajo desde el mes de diciembre de 
2021, y carezco de patrimonio para sustentarme, la demora de 
COLPENSIONES en la responder la apelación me está generando grandes 
perjuicios para mi manutención y la de mi hogar. 
 
PRETENSIONES:  
 
1- PRIMERO. - Que sea concedido el amparo constitucional de mis 

derechos fundamentales. 
2- SEGUNDO. - En consecuencia, de este, se ordene al Representante 

Legal de COLPENSIONES que en el término de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a la notificación de la providencia, realice la notificación 
del recurso de apelación contra Resolución SUB 312716 del 25 de 
noviembre de 2021.” 

 
ACTUACIÓN 

 
El 28 de julio de 2022 la tutela fue allegada a la Oficina de Apoyo Judicial de esta 
ciudad mediante correo electrónico y en las mismas calendas se allego a este 
despacho, del cual en fecha 01 de agosto de 2022 se procedió a avocar el 
conocimiento de la acción ordenando las notificaciones de ley. 
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A fin de enterar a las accionadas y vinculados de la apertura del juicio 
constitucional la Secretaría del Juzgado expidió el Oficio Circular No. 298, 
remitiéndolo vía correo electrónico. 
 
INFORMES DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS. 

 
JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES 
CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO, Se transcribe el informe presentado 
por el VINCULADO.  
 

“Por medio del presente, está agencia judicial, encontrándose dentro del 
término legal perentorio concedido por su despacho, se permite pronunciar 
dentro de la acción de tutela de la referencia en la cual este Juzgado 
Primero Penal Del Circuito Para Adolescentes de Santa Marta, fue vinculado, 
mediante auto adiado el lunes 01 de agosto de 2022, notificado el mismo 
día, mes y año en cita. Este despacho tramitó acción de tutela interpuesta 
por el señor Miguel Ángel Tovar Gutiérrez en contra de Drummond Ltda, 
RAD:47001-4071-003-2021-00267-01, fallada el nueve (09) de noviembre de 
dos mil veintiunos (2021) en el cual se RESOLVIÓ: 
 

“CONFIRMAR la sentencia calendada cuatro (04) de octubre de dos 
mil veintiunos (2021), proferida por el Juzgado Tercero Penal 
Municipal para Adolescentes de la ciudad de Santa Marta dentro de la 
acción de tutela incoada por el señor MIGUEL ANGEL TOVAR 
GUTIERREZ contra DRUMOND LTDA y la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES COLPENSIONES, Conforme a los 
considerandos de este fallo” 

 
Por lo tanto, nos permitimos enviarle copia de la decisión tomada dentro de 
la acción de tutela de primera instancia con el RAD: 47001-4071-003-2021-
00267-01, fallada el cuatro (04) de octubre de noviembre de dos mil 
veintiunos (2021) y copia del fallo de segunda instancia proferido por el 
JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA MARTA EN 
TUTELA, nueve (09) de noviembre de dos mil veintiunos (2021) en donde 
constan los antecedentes del asunto en estudio por usted.”. 

 
A continuación, se transcriben los fallos resueltos por el juzgado primero penal del 
circuito para adolescentes y juzgado primero penal del circuito para adolescentes 
con funciones de conocimiento. 

 
“Fallo en primera instancia 04/10/2021 
PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENE la presente acción de tutela 
impetrada por el señor MIGUEL ANGEL TOVAR GUTIERREZ con C.C No. 
12615997 contra DRUMOND LTDA y la ADMINISTRADORA DE FONDOS 
DE PENSIONES COLPENSIONES, por las consideraciones de orden 
jurídico expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO. – DESVINCÚLESE a LA JUNTA REGIONAL DE 
CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL MAGDALENA, A LA JUNTA 
NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, A ALLIANZ SEGUROS Y 
AL JUZGADO ÚNICO LABORAL DEL CIRCUITO DE CIÉNAGA, por no 
encontrase transgrediendo derecho fundamental alguno al actor. 
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TERCERO. NOTIFÍQUESE personalmente o por el medio más expedito esta 
decisión a las partes. 
CUARTO: - Si este fallo no fuere impugnado dentro de los tres (3) días 
siguientes a su notificación (ARTICULO 31 del DECRETO 2591 DE 1991), 
remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual 
revisión. Una vez regrese de revisión, si es excluida, archívese por 
Secretaria.” 

 
Fallo en segunda instancia  

 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia calendada cuatro (04) de octubre de 
dos mil veintiunos (2021), proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal 
para Adolescentes de la ciudad de Santa Marta dentro de la acción de tutela 
incoada por el señor MIGUEL ANGEL TOVAR GUTIERREZ contra 
DRUMOND LTDA y la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES 
COLPENSIONES, Conforme a los considerandos de este fallo. 
SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 
TERCERO: Cumplido lo anterior, envíese el legajo a la Corte Constitucional 
para su eventual revisión y archívese el expediente.” 
 

JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ EL MAGDALENA, Se 
deja constancia de la notificación enviada al VINCULADO, siendo el 9 de agosto de 
2022 no se recibe respuesta del mismo.  
 

 
 

JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, Se deja constancia de la 
notificación enviada al VINCULADO, siendo el 9 de agosto de 2022 no se recibe 
respuesta del mismo, 
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COLPENSIONES, Se transcribe el informe presentado por el (ACCIONADO), 
 
Respuesta allegada el dia 03 de agosto de 2022:  
 

“Mediante la acción de la referencia, la convocante informa al Despacho que 
COLPENSIONES no ha dado respuesta al recurso de apelación promovido 
el 09 de diciembre de 2021 bajo el radicado 2021_14741622, promovida 
contra la SUB 312716 del 25 NOV 21 que negó la solicitud de pensión de 
invalidez, y solicita al señor Juez Constitucional:  

 
Respetuosamente solicitamos al Despacho negar, por improcedente, la 
solicitud de amparo constitucional con base en los siguientes argumentos: 
ÓRBITA DE COMPETENCIA DEL JUEZ CONSTITUCIONAL 
Respecto de la autonomía judicial pero también de las competencias de 
cada jurisdicción, la Corte Constitucional analiza el tema de la siguiente 
manera en la sentencia T-587 de 2015: 
“En conclusión, declarar la acción de tutela como procedente para evitar un 
perjuicio irremediable implicaría, en este caso, anticiparse al sentido de la 
decisión judicial sin que la misma se hubiese producido, desplazando por 
esta vía la facultad de la justicia ordinaria de tomar sus propias decisiones. 
El juez de tutela no puede, “sin vulnerar el derecho a la igualdad y sin que 
realmente concurra la necesidad de evitar un perjuicio irremediable, alterar 
esa situación para conocer en sede de tutela, de manera anticipada y 
sumaria, lo que debe ser objeto de decisión por el juez ordinario”. Además, 
“no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación 
probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las 
reglas generales de competencia porque ello sería contrario al principio de 
que la tutela es un medio alternativo de defensa judicial, aparte de que se 
invadiría la órbita de la competencia y la autonomía de que son titulares las 
otras jurisdicciones”. (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 
Por otra parte, la misma corporación en sentencia T-821 de 2010 indicó: 
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“Al respecto, al estudiar el asunto frente al tema del “principio democrático de 
la autonomía funcional del juez”, reconocido expresamente en la 
Constitución Política, esta corporación determinó que el juez de tutela no 
puede extender su decisión para resolver la cuestión litigiosa, obstaculizar el 
ejercicio de diligencias ordenadas por el juez ordinario, ni modificar sus 
providencias, o cambiar las formas propias de cada juicio, lo cual sí violaría 
gravemente los principios constitucionales del debido proceso.” (Subrayado y 
negrilla fuera del texto) 
De igual manera, en la sentencia de constitucionalidad mencionada, se 
manifestó lo siguiente: 
“De ningún modo es admisible, entonces, que quien resuelve sobre la tutela 
extienda su poder de decisión hasta el extremo de resolver sobre la cuestión 
litigiosa que se debate en un proceso, o en relación con el derecho que allí 
se controvierte. 
No puede, por tanto, proferir resoluciones o mandatos que interfieran u 
obstaculicen diligencias judiciales ya ordenadas por el juez de conocimiento, 
ni modificar providencias por él dictadas, no solamente por cuanto ello 
representaría una invasión en la órbita autónoma del juzgador y en la 
independencia y desconcentración que caracterizan a la administración de 
justicia (artículo 228 C.N.), sino porque, al cambiar inopinadamente las 
reglas predeterminadas por la ley en cuanto a las formas propias de cada 
juicio (artículo 29 C.N.), quebrantaría abierta y gravemente los principios 
constitucionales del debido proceso. Lo anterior sin tener en cuenta la 
ostensible falta de competencia que podría acarrear la nulidad de los actos y 
diligencias producidos como consecuencia de la decisión con los 
consiguientes perjuicios para las partes, la indebida prolongación de los 
procesos y la congestión que, de extenderse, ocasionaría esta práctica en 
los despachos judiciales. (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 
Así pues, debe tenerse en cuenta que decidir de fondo las pretensiones del 
accionante y acceder a las mismas, invade la órbita del juez ordinario y su 
autodominio, pero además excede las competencias del juez constitucional, 
en la medida que no se probó vulneración a derechos fundamentales, ni la 
existencia de un perjuicio irremediable que haga viable proteger derecho 
alguno. 
CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA TUTELA PARA DISCUTIR ACCIONES U 
OMISIONES DE LA ADMINISTRACIÓN 
Resulta oportuno resaltar que de acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2591 
de 1991 la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual por lo 
que será improcedente cuando existan otros recursos o medios de defensa 
judicial, razón por la cual, en concordancia con el numeral 4º del artículo 2º 
del Código Procesal del Trabajo, toda controversia que se presente en el 
marco del Sistema de Seguridad Social entre afiliados, beneficiarios o 
usuarios, empleadores y entidades administradoras deberá ser conocida por 
la jurisdicción ordinaria laboral. 
Sobre el particular, el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social es diáfano en señalar que la jurisdicción ordinaria, en sus 
especialidades laboral y seguridad social, conocerá de “las controversias 
referentes al sistema de seguridad Social integral, que se susciten entre los 
afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades 
administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la 
relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan”. 
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Ahora bien, en relación al caso objeto de estudio, el ciudadano debe agotar 
los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin y no 
discutir la acción u omisión de Colpensiones vía acción de tutela, ya que ésta 
solamente procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial, pues la 
Corte Constitucional en Sentencia T-043 de 2014 Magistrado Ponente LUIS 
ERNESTO VARGAS SILVA se ha referido sobre la procedencia de la acción 
de tutela para solicitar el reconocimiento de derechos de naturaleza 
pensional, indicando que inicialmente resulta improcedente; no obstante se 
debe hacer un estudio del panorama fáctico y jurídico que sustenta la 
solicitud de amparo, así como las circunstancias particulares del accionante, 
pues considera que la situación de vulnerabilidad de los sujetos de especial 
protección constitucional no es suficiente para que la acción de tutela 
proceda mecánicamente, debiéndose exigir un grado mínimo de diligencia 
del actor en la búsqueda administrativa del derecho: “La jurisprudencia de la 
Corte ha estimado necesario la acreditación de un grado mínimo de 
diligencia en la búsqueda administrativa del derecho presuntamente 
conculcado por parte del actor, la afectación de su mínimo vital como 
consecuencia de la negativa pensional, y una meridiana convicción sobre el 
cumplimiento de los requisitos de reconocimiento del derecho reclamado.” 
(Negrilla y subrayado fuera de texto) 
Igualmente, la Corte Constitucional ha sido reiterativa en sostener que la 
acción de tutela es improcedente para obtener el reconocimiento de 
prestaciones económicas, pues por su naturaleza excepcional y subsidiaria, 
ésta no puede reemplazar las acciones ordinarias creadas por el legislador 
para resolver asuntos de naturaleza litigiosa y frente a ello ha señalado: 
“El reconocimiento y pago de prestaciones sociales de tipo económico, por la 
clase de pretensiones que allí se discuten, persiguen la definición de 
derechos litigiosos de naturaleza legal. 
Resulta, entonces, ajeno a la competencia de los jueces de tutela entrar a 
decidir sobre los conflictos jurídicos que surjan alrededor del reconocimiento, 
liquidación y orden de pago de una prestación social, por cuanto para ello 
existen las respectivas instancias, procedimientos y medios judiciales 
establecidos por la ley; de lo contrario, se desnaturalizaría la esencia y 
finalidad de la acción de tutela como mecanismo de protección especial pero 
extraordinario de los derechos fundamentales de las personas y se ignoraría 
la índole preventiva de la labor de los jueces de tutela frente a la amenaza o 
vulneración de dichos derechos que les impide dictar órdenes declarativas 
de derechos litigiosos de competencia de otras jurisdicciones”1 
De acuerdo con lo anterior, en sentencia T-071 de 2021, la Honorable Corte 
Constitucional reiteró su posición, disponiendo lo siguiente: 
“El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, 
implica que la acción de tutela sólo procederá cuando el afectado no tenga a 
su disposición otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
Frente a dicho mandato, la Corte ha expresado que la procedencia 
subsidiaria de la acción constitucional se justifica en razón a la necesidad de 
preservar el orden de las competencias asignadas por la ley a las distintas 
autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina 
desarticulación, sino asegurar así el principio de seguridad jurídica. 
En este sentido, la norma determina que, si el ordenamiento jurídico ofrece 
mecanismos de defensa judicial que son idóneos y eficaces para solicitar la 
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protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados o 
amenazados, se debe recurrir a ellos y no a la acción de tutela, de tal forma 
que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía 
preferente o instancia judicial adicional. La inobservancia de tal principio es 
causal de improcedencia de la tutela y la consecuencia directa de ello es que 
el juez constitucional no puede entrar a discernir el fondo del asunto 
planteado.” (Destacado fuera de texto original). 
Así mismo, en la mencionada sentencia, se estableció lo siguiente: 
“Por otra parte, esta Corporación ha insistido en que, por regla general, la 
acción de tutela no procede para el reconocimiento y pago de prestaciones 
pensionales, en razón a su carácter eminentemente subsidiario y residual, 
por cuanto este tipo de controversias deben ser resueltas ante la jurisdicción 
contencioso administrativa o la ordinaria laboral, según sea el caso. 
En efecto, el mecanismo judicial vigente que resulta principal e idóneo para 
obtener el reconocimiento y pago de prestaciones pensionales, es el proceso 
ordinario laboral, el cual está regulado en el Capítulo XIV del Decreto Ley 
2158 de 1948, Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
(CPTSS)55. Además, este proceso judicial ordinario es prima facie, un 
mecanismo eficaz, pues la normativa que lo regula contiene un 
procedimiento expedito para su resolución56. Igualmente, en el marco del 
proceso ordinario es posible exigir al juez el cumplimiento del deber que le 
impone el artículo 48 del CPTSS57, según el cual, deberá asumir “la 
dirección del proceso y adoptar las medidas necesarias para garantizar el 
respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio de las partes, la 
agilidad y rapidez en su trámite”. (Destacado fuera del texto original) 
Ahora bien, con relación a la edad del accionante como factor relevante para 
conceder el amparo deprecado mediante la acción de tutela y obtener así el 
pago de una prestación pensional, la Corte Constitucional fue enfática en la 
sentencia T-391 de 2013, al determinar lo siguiente: 
“(…) la condición de sujeto de la tercera edad no constituye per se razón 
suficiente para admitir la procedencia de la acción de tutela. En efecto, 
reiterando lo expuesto por la Corte en distintos pronunciamientos sobre la 
materia, para que el mecanismo de amparo constitucional pueda desplazar 
la labor del juez ordinario o contencioso, según se trate, es también 
necesario acreditar, por una parte, la ocurrencia de un perjuicio irremediable 
derivado de la amenaza, vulneración o afectación de derechos 
fundamentales como la vida digna, el mínimo vital y la salud; y, por otra, que 
someterla a la rigurosidad de un proceso judicial común puede resultar aún 
más gravoso o lesivo de sus derechos fundamentales”. (Destacado fuera del 
texto original). 
Así mismo en sentencia T-344 de 2011 se manifestó : “que el juez de tutela 
no debe indicarle a una entidad encargada del reconocimiento de una 
pensión, el contenido, alcance y efectos de sus decisiones frente a las 
solicitudes encaminadas a obtener el reconocimiento y pago de una 
prestación económica, pues su competencia se circunscribe a verificar que la 
entidad responsable proporcione una respuesta oportuna y de fondo a las 
solicitudes presentadas por los presuntos beneficiarios de esta prestación 
económica”. 
En armonía con lo anterior, se ha previsto Ia protección tutelar transitoria 
frente a Ia existencia de un perjuicio irremediable, sin embargo, debe 
destacarse que no ocurre en el presente caso, ya que esta clase de 
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protección temporal tiene condicionada su procedencia a Ia concurrencia de 
los siguientes requisitos:2 
a) Que Ia persona haya agotado los recursos en sede administrativa y Ia 
entidad mantenga su decisión de no reconocer el derecho. b) Que se hubiere 
acudido ante Ia jurisdicción respectiva, se estuviere en tiempo de hacerlo o 
ello fuere imposible por motivos ajenos al peticionario. c) Que de tratarse de 
una persona de Ia tercera edad, ésta demuestre Ia amenaza de un perjuicio 
irremediable, esto es, que el perjuicio afecte Ia dignidad humana, Ia 
subsistencia en condiciones dignas, Ia salud, el mínimo vital, que existan 
lazos de conexidad con derechos fundamentales, o que evidencie que 
someterla a los trámites de un proceso ordinario le resultaría demasiado 
gravoso. d) En concordancia con lo anterior, para determinar si la acción de 
tutela es o no procedente como mecanismo transitorio, no resulta suficiente 
invocar fundamentos de derecho, sino que son necesarios también 
fundamentos fácticos que den cuenta de Ias condiciones materiales de Ia 
persona. En caso contrario, el asunto adquiere carácter estrictamente 
litigioso y por lo mismo ajeno a Ia competencia del juez de tutela. 
En síntesis, se torna improcedente la acción de tutela, para buscar a través 
de este mecanismo, el reconocimiento, pago o una actividad concreta que 
pueda discutirse a través del medio ordinario dispuesto para tal fin, por lo 
que con como se ve a continuación, desde antaño, frente a la naturaleza 
subsidiaria de la acción de tutela la Honorable Corte Constitucional en 
sentencia T-1222 del 2001 señaló: 
“(…) el desconocimiento del principio de subsidiaridad que rige la acción de 
tutela implica necesariamente la desarticulación del sistema jurídico. La 
garantía de los derechos fundamentales está encomendada en primer 
término al juez ordinario y solo en caso de que no exista la posibilidad de 
acudir a él, cuando no se pueda calificar de idóneo, vistas las circunstancias 
del caso concreto, o cuando se vislumbre la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable, es que el juez constitucional está llamado a otorgar la 
protección invocada. Si no se dan estas circunstancias, el juez constitucional 
no puede intervenir.” 
Ante el ejercicio indiscriminado de la acción de tutela contra actos de la 
administración el Alto Tribunal ha advertido: 
‘(…) la paulatina sustitución de los mecanismos ordinarios de protección de 
derechos y de solución de controversias por el uso indiscriminado e 
irresponsable de la acción de tutela entraña (i) que se desfigure el papel 
institucional de la acción de tutela como mecanismo subsidiario para la 
protección de los derechos fundamentales, (ii) que se niegue el papel 
primordial que debe cumplir el juez ordinario en idéntica tarea, como quiera 
que es sobre todo éste quien tiene el deber constitucional de garantizar el 
principio de eficacia de los derechos fundamentales (artículo 2 Superior) y 
(iii) que se abran las puertas para desconocer el derecho al debido proceso 
de las partes en contienda, mediante el desplazamiento de la garantía 
reforzada en que consisten los procedimientos ordinarios ante la subversión 
del juez natural (juez especializado) y la transformación de los procesos 
ordinarios que son por regla general procesos de conocimiento (no 
sumarios)”3. 
Expuesta la situación, y conforme los argumentos sustentados en 
precedencia, el actor pretende desnaturalizar la acción de tutela 
pretendiendo que por medio de un proceso caracterizado por la inmediatez y 
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subsidiaridad, sean reconocidos derechos que deben ser de conocimiento 
del juez ordinario competente a través de los mecanismos legales 
establecidos para ello, por lo que se debe declarar la improcedencia de la 
acción de tutela ante el carácter subsidiario de esta. 
PETICIONES 
De conformidad con las razones expuestas, la Administradora Colombiana 
de Pensiones - Colpensiones, se permite realizar las siguientes solicitudes: 
1. DENIEGUE la acción de tutela contra COLPENSIONES por cuanto las 
pretensiones son abiertamente IMPROCEDENTES, como quiera que la 
presente tutela no cumple con los requisitos de procedibilidad del art. 6º del 
Decreto 2591 de 1991, así como tampoco se encuentra demostrado que 
Colpensiones haya vulnerado los derechos reclamados por el accionante y 
está actuando conforme a derecho. 
2. Se informe a Colpensiones la decisión adoptada por su despacho.” 

 
Respuesta allegada el día 08 de agosto de 2022: 
 

“Mediante Auto interlocutorio del 01 de agosto de 2022, su Despacho corre 
traslado de la acción de tutela interpuesta por MIGUEL ÁNGEL TOVAR 
GUTIÉRREZ, quien solicita se dé respuesta de fondo al recurso de apelación 
interpuesto el 25 de noviembre de 2021. 
Informamos que la Dirección de Prestaciones Económicas ha dado 
respuesta de fondo a la petición de la cual se pretende el amparo 
constitucional, mediante Acto Administrativo DPE 9767 del 05 de agosto de 
2022. 
Se precisa al despacho que dicho Acto administrativo se encuentra en 
trámite de notificación para lo cual esta Administradora a través de sus 
aplicativos ya inició un proceso automático de notificación, el cual consiste 
en que una vez se emite el Acto administrativo, se realizan tres intentos 
telefónicos para citar a notificar al ciudadano. Si no se logra contactar por 
este medio al ciudadano, Colpensiones genera una carta de citación con el 
fin de realizar el proceso de notificación personal, se anexa carta. En caso 
de transcurrir 5 días después de recibida dicha comunicación sin que 
MIGUEL ÁNGEL TOVAR GUTIÉRREZ se hubiere acercado a la Entidad se 
procederá a realizar el proceso de notificación por aviso. 
Finalmente se destaca que el anterior proceso de notificación se efectúa de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 68 y 69 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Por lo tanto, se tiene que existe carencia actual de objeto por hecho 
superado, por lo que la presente acción no está llamada a prosperar. 
CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO 
Como consecuencia de lo anterior, debe precisarse, que las pretensiones de 
la acción de tutela no requieren ser objeto de protección, como quiera que la 
Entidad ya atendió de fondo la solicitud presentada por el accionante y que 
dio lugar a la acción de tutela de la referencia, por lo que ha de considerarse 
que se configuró un hecho superado en razón a la expedición del Acto 
Administrativo DPE 9767 del 05 de agosto de 2022. 
Ahora bien, respecto a la finalidad de la acción de tutela, el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia, el Decreto 2591 de 1991 y la 
Jurisprudencia Constitucional son claros en señalar que la protección y el 
amparo que se obtiene a través de la acción de tutela debe ser actual e 
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inmediata e implica una acción u omisión actual por parte de la autoridad 
accionada, circunstancias que en este caso no se presentan pues se ha 
satisfecho el derecho fundamental cuya lesión fue invocada en el escrito de 
tutela, encontrándonos, entonces, frente a un hecho superado, al respecto la 
H. Corte Constitucional ha indicado en jurisprudencia1: 
“Así las cosas, se tiene que el propósito de la tutela, como lo establece el 
mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manera expedita, 
administre justicia en el caso concreto, profiriendo las órdenes que considere 
pertinentes a la autoridad pública o al particular que con sus acciones han 
amenazado o vulnerado derechos fundamentales y procurar así la defensa 
actual y cierta de los mismos. 
No obstante, cuando la situación de hecho que causa la supuesta amenaza 
o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la 
acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y 
expedito de protección judicial, por cuanto la decisión que pudiese adoptar el 
juez respecto del caso concreto resultaría a todas luces inocua, y por 
consiguiente contraria al objetivo constitucionalmente previsto para esta 
acción 
Esta situación conlleva a que el juez constitucional realice un estudio sobre 
si las circunstancias que sirvieron de fundamento en la acción de tutela 
persisten o si por el contrario las mismas han sido superadas dejando sin 
objeto el trámite tutelar, caso en el cual se debe declarar improcedente, al 
respecto, la H. Corte Constitucional expresó lo siguiente: 
“Si la situación de hecho que genera la violación o la amenaza ya ha sido 
superada, el instrumento constitucional de defensa pierde su razón de ser. 
Es decir la orden que pudiere impartir el juez, ningún efecto podría tener en 
cuanto la efectividad de los derechos presuntamente conculcados, el 
proceso carecería de objeto y la tutela resultaría, entonces, 
improcedente…”2 
Aunado a lo anterior, frente al examen de lo pretendido por accionante en la 
acción de tutela y la carencia de objeto por hecho superado, la H. Corte 
Constitucional declaró que3: 
“Se presenta pues en el caso bajo estudio, el fenómeno de la carencia actual 
de objeto por hecho superado, según el cual, como quiera que la finalidad de 
la acción de tutela es garantizar la protección del derecho fundamental de 
quien acude al amparo constitucional, entonces dicha finalidad se extingue al 
momento en que la vulneración o amenaza cesa, porque ha ocurrido el 
evento que configura tanto la reparación del derecho, como la solicitud al 
juez de amparo. Es decir, aquella acción por parte del demandado, que se 
pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela, ha acaecido antes de la 
mencionada orden”. 
Así mismo, el alto tribunal mediante sentencia T-063 de 2018, señaló que se 
presenta un hecho superado cuando se “repara la amenaza o vulneración 
del derecho cuya protección se ha solicitado” o cuando “cesa la violación del 
derecho fundamental o el hecho que amenazaba vulnerarlo, es decir, en el 
curso del proceso de tutela las situaciones de hecho generadoras de la 
vulneración desaparecen o se solucionan”. 
Así las cosas, debe entenderse que Colpensiones no ha transgredido 
derecho fundamental alguno, por lo cual la acción de tutela es improcedente 
al no existir vulneración de derechos fundamentales, y haberse satisfecho 
por parte de la entidad lo pretendido por el accionante mediante la 
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expedición del Acto Administrativo DPE 9767 del 05 de agosto de 2022, en 
consecuencia el amparo constitucional ha perdido su razón de ser, y por lo 
tanto debe declararse la carencia actual de objeto por hecho superado. 
INEXISTENCIA DEL HECHO VULNERADOR 
El artículo 1 del Decreto 2591 de 1991, señala que “toda persona tendrá 
acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien 
actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares” (Negrillas fuera de texto) 
Si bien es cierto, la razón de ser de la tutela radica en la vulneración de los 
derechos fundamentales como consecuencia de una acción u omisión 
imputable, no es posible jurídica ni materialmente atribuir a Colpensiones 
dicha responsabilidad cuando el interesado pretende acudir a esta instancia 
judicial sin haberlo hecho antes a la entidad competente. 
Sumado a lo anterior, el alto Tribunal mediante Sentencia T-130/14 
manifestó lo siguiente: 
“(…) El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, 
concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que 
éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública o de los particulares”. Así pues, se desprende 
que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre 
otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente 
accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración 
de las garantías fundamentales en cuestión. (…)” 
En ese sentido, y conforme a lo expuesto, no se puede considerar que 
COLPENSIONES ha vulnerado derecho fundamental alguno, por cuanto no 
tiene responsabilidad alguna en la transgresión de los derechos 
fundamentales. Lo anterior, teniendo en cuenta que actualmente 
COLPENSIONES no tiene petición o trámite pendiente por resolver a favor 
del ciudadano. 
PETICIONES 
De conformidad con las razones expuestas, la Administradora Colombiana 
de Pensiones - Colpensiones, se permite realizar las siguientes solicitudes: 
1. Considerando que las razones que dieron lugar a la presente acción de 
tutela se encuentran actualmente superadas, tal como es posible ver con las 
pruebas allegadas al presente escrito, se requiere a su despacho para que 
declare la carencia actual de objeto por existir hecho superado. 
2. Se informe a Colpensiones la decisión adoptada por su despacho.” 

 
CONSIDERACIONES 

 
Dispone el artículo 86 superior que “Toda persona podrá reclamar ante los jueces, 
en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 
misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”.  
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Esta acción pública, tiene como finalidad obtener del operador de justicia una 
protección consistente en una orden perentoria para aquel respecto de quien se 
alega la conculcación iusfundamental actúe o se abstenga de ejecutar la conducta 
violatoria. 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (Por 
el cual se reglamenta la acción de tutela) todos los jueces de la República son 
competentes para conocer de este mecanismo, empero, en esa oportunidad se 
estableció la regla de competencia territorial, de modo que son competentes a 
prevención los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 
violación o amenaza que motivan la solicitud de amparo. 
  
Recientemente, el gobierno nacional, por medio del Decreto 1983 de 2017 modificó 
el artículo 2.2.3.2.1 del Decreto 1069 de 2015 (Único Reglamentario del Sector 
Justicia y el Derecho), por tanto, según el artículo 1° del primer decreto aludido se 
estableció la siguiente regla de reparto:  
 

“…2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 
autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 
repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces 
del Circuito o con igual categoría.” 

 
La jurisprudencia constitucional ha sido pacífica al concluir que existen unos 
requisitos de procedencia o estudio de fondo de esta acción constitucional, tales 
son: 1) Que el asunto sea de relevancia constitucional. 2) La legitimación en la 
causa. 3) Que sea ejercida en tiempo oportuno (inmediatez). 4) Que se utilice como 
mecanismo subsidiario ante la existencia de otros recursos o medios de defensa 
judiciales, a menos que se utilice para prevenir un perjuicio irremediable. 
 
En el presente caso es de relevancia constitucional porque se invoca el derecho al 
debido proceso administrativo en conexidad seguridad social, mínimo vital, 
dignidad. 
 
El actor está legitimado para actuar en este escenario procesal, pues es quien 
interpuso el recurso de apelación que alega no haber sido resuelto ni notificado 
respuesta alguna y COLPENSIONES constituye la entidad ante la cual se radicó tal 
recurso, por lo tanto, se cumple tanto la legitimación en la causa por activa como 
pasiva. 
 
Frente al presupuesto de subsidiariedad, deviene que se cumple, toda vez que se 
trata de una persona con debilidad manifiesta como lo es una persona de la tercera 
edad, que como tal es sujeto de especial protección constitucional y además no 
existe otro mecanismo señalado en la ley para reclamar lo pretendido en este 
asunto. 
 
 
PROBLEMA JURIDICO. 
 
De conformidad con los hechos descritos en la demanda, los informes rendidos por 
la accionada COLPENSIONES, le corresponde a esta judicatura determinar si en el 
caso concreto se configura el hecho superado, dado que en el trámite de esta 
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acción de tutela la accionada informó que emitió el acto administrativo DPE 9769 
del 5 de agosto de 2022, por medio del cual resuelve recurso de apelación 
interpuesto por el actor, no obstante, no se allega constancia de su notificación al 
interesado. 
 
Para ello este despacho se fundamentará en la siguiente:  
 
JURISPRUDENCIA APLICABLE 
 
-Sentencia T-358 de 2014:  

 
“El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica 
esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la 
demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el 
vacío. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el 
hecho superado o el daño consumado. 
  
La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el 
momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo 
se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de 
amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna 
innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante 
la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera 
orden alguna. Respecto a la carencia actual de objeto por hecho 
superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se 
limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, 
cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión 
de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos 
expresamente consagrados en la ley. Sin embargo, cuando la situación 
de hecho que origina la supuesta amenaza o vulneración del derecho 
desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela pierde su razón 
de ser, pues en estas condiciones no existiría una orden que impartir. 
Por otro lado, la carencia actual de objeto por daño consumado se 
presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha 
producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela, de 
modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se 
concrete el peligro, y lo único que procede es el resarcimiento del daño 
causado por la vulneración del derecho fundamental. 

 
Sentencia T-206-18 
 

“9. El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una 
finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones 
respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, 
eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que 
“(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del 
mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término 
legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y 
efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario 
conocer la situación real de lo solicitado”[24]. En esa dirección también ha 
sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones[25]: “(i) la 
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posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la 
resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la 
respuesta al peticionario”[26]. 
 
9.1. El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que 
tienen las personas de presentar solicitudes respetuosas ante las 
autoridades y los particulares en los casos establecidos por la ley, sin que se 
puedan abstener de recibirlas y por lo tanto de tramitarlas[27]. Al respecto, la 
sentencia C-951 de 2014 indicó que “los obligados a cumplir con este 
derecho tienen el deber de recibir toda clase de petición, puesto que esa 
posibilidad hace parte del núcleo esencial del derecho”. 
 
9.2. El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los 
particulares, en los casos definidos por la ley, tienen el deber de resolver de 
fondo las peticiones interpuestas, es decir que les es exigible una respuesta 
que aborde de manera clara,  precisa y congruente cada una de ellas; en 
otras palabras, implica resolver materialmente la petición. La jurisprudencia 
ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto es, 
inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de 
manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información 
impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) congruente, 
de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo 
solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha surtido, de manera 
que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición 
elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el 
interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como 
si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, 
debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las 
cuales la petición resulta o no procedente” [28]. En esa dirección, este 
Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de 
manera que se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución 
tenga que ser positiva”[29] 
 
9.3. El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la 
oportuna resolución de la petición que implica dar respuesta dentro del 
término legal establecido para ello. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 en el 
artículo 14 fijó el lapso para resolver las distintas modalidades de 
peticiones[30]. De dicha norma se desprende que el término general para 
resolver solicitudes respetuosas es de 15 días hábiles, contados desde la 
recepción de la solicitud. La ausencia de respuesta en dicho lapso vulnera el 
derecho de petición. En segundo lugar, al deber de notificar que implica la 
obligación del emisor de la respuesta de poner en conocimiento del 
interesado la resolución de fondo, con el fin que la conozca y que pueda 
interponer, si así lo considera, los recursos que la ley prevé o incluso 
demandar ante la jurisdicción competente. Se ha considerado que la 
ausencia de comunicación de la respuesta implica la ineficacia del 
derecho[31]. En ese sentido, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “[e]l 
ciudadano debe conocer la decisión proferida por las autoridades para ver 
protegido efectivamente su derecho de petición, porque ese conocimiento, 
dado el caso, es presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente” 
y, en esa dirección, “[l]a notificación es la vía adecuada para que la persona 
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conozca la resolución de las autoridades, acto que debe sujetarse a lo 
normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 de 2011”[32].” 

 
CASO CONCRETO: 

Para dar respuesta al problema jurídico planteado por este despacho se revisara la 
respuesta allegada por COLPENSIONES el dia 8 de agosto de 2022 en donde 
solicitan a este despacho haber cumplido con los hechos que generaron la 
vulneración al accionado.  

En el mismo informe el accionado aclara que expidió el auto administrativo DPE 
9767 del 05 de agosto de 2022 en el cual da respuesta al recurso de apelación 
presentado por el señor MIGUEL ANGEL TOVAR GUTIERREZ, aclarando que el 
mismo se encuentra en trámite de notificación que consiste en lo siguiente: 

“(…) esta Administradora a través de sus aplicativos ya inició un proceso 
automático de notificación, el cual consiste en que una vez se emite el Acto 
administrativo, se realizan tres intentos telefónicos para citar a notificar al 
ciudadano. Si no se logra contactar por este medio al ciudadano, 
Colpensiones genera una carta de citación con el fin de realizar el proceso 
de notificación personal, se anexa carta. caso de transcurrir 5 días después 
de recibida dicha comunicación sin que MIGUEL ÁNGEL TOVAR 
GUTIÉRREZ se hubiere acercado a la Entidad se procederá a realizar el 
proceso de notificación por aviso. 

Finalmente se destaca que el anterior proceso de notificación se efectúa de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 68 y 69 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Por lo tanto, se tiene que existe carencia actual de objeto por hecho 
superado, por lo que la presente acción no está llamada a prosperar.” 

Entiende este despacho el procedimiento de notificación que exige el CPACA, sin 
embargo, es importante aclarar que si bien existe el acto administrativo la no 
comunicación de la respuesta al peticionario traduce en la ineficacia del derecho de 
acuerdo con lo establecido en la sentencia C-951 de 2014: 

“el ciudadano debe conocer la decisión proferida por las autoridades para ver 
protegido efectivamente su derecho de petición, porque ese conocimiento, 
dado el caso, es presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente” 
y, en esa dirección, “[l]a notificación es la vía adecuada para que la persona 
conozca la resolución de las autoridades, acto que debe sujetarse a lo 
normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 de 2011”  

En consideración a lo anterior, este despacho es del criterio que no se configura un 
hecho superado en este asunto y deberán tutelarse los derechos fundamentales 
invocados por el accionante, toda vez que no acreditó haber notificado la decisión 
adoptada al interesado. 
 
En consecuencia se ordenará a COLPENSIONES que en el término de cuarenta y 
ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, sino lo ha realizado, 
notifique el acto administrativo DPE 9767 del 05 de agosto de 2022 al interesado a 
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través del medio más expedito y atendiendo las reglas señaladas en la Ley 1437 de 
2011. 
 
EL JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE SANTA MARTA, ADMINISTRANDO 
JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y POR AUTORIDAD 
DE LA LEY 

 
FALLA: 

 
PRIMERO. – TUTELAR los derechos fundamentales invocados por el señor 
MIGUEL ANGEL TOVAR GUTIERREZ, vulnerados por COLPENSIONES, 
conforme a lo dicho en la parte motivada de esta providencia. 
 
SEGUNDO. – En consecuencia, ORDENASE a COLPENSIONES que en el término 
de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, sino lo 
ha realizado, notifique el acto administrativo DPE 9767 del 05 de agosto de 2022 al 
interesado a través del medio más expedito y atendiendo las reglas señaladas en la 
Ley 1437 de 2011. 
 
TERCERO - NOTIFICAR este proveído a las partes, por el medio más expedito y 
eficaz, conforme al artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 
 
CUARTO – En caso de no ser impugnada esta sentencia, por Secretaría REMITIR 
el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
 
 
 

PATRICIA LUCIA AYALA CUETO 
JUEZA 


